Reconocimiento Constitucional de los Pueblos Indígenas

Curso “Derechos Indígenas en Chile”  

I. Acuerdo de Nueva Imperial, 1989

ACTA DE COMPROMISO

En NUEVA IMPERIAL, a 1 de Diciembre de 1989 se suscribe entre los representantes de las ORGANIZACIONES INDIGENAS MAPUCHES, HUILLICHES, AYMARAS y RAPA NUI presentes en este ENCUENTRO NACIONAL DE PUEBLOS INDIGENAS y DON PATRICIO AYLWIN AZOCAR, candidato a la PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA por la Concertación de Partidos por la Democracia la siguiente Acta de Compromiso.

Por medio de esta Acta las Organizaciones Indígenas abajo firmantes se comprometen a:

1.- Apoyar y defender el futuro gobierno de la Concertación de Partidos por la Democracia que encabezará don PATRICIO AYLWIN AZOCAR y su gestión en pro de la recuperación democrática de Chile.

2.- A canalizar sus legítimas demandas de aspiraciones de justicia frente a los graves problemas que afectan a los pueblos indígenas a través de las instancias y mecanismos de participación que serán creados por el futuro gobierno de acuerdo a lo previsto en el Programa de la Concertación a objeto de facilitar una acción más efectiva y coordinada del Estado y las Organizaciones Indígenas que permita avanzar en la solución de dichos problemas.

Por su parte don PATRICIO AYLWIN AZOCAR se compromete mediante esta Acta a hacer suya la demanda de los PUEBLOS INDIGENAS DE CHILE expresada en el Programa de la Concertación, especialmente en lo referido a:

1.- El reconocimiento constitucional de los Pueblos Indígenas y de sus derechos económicos, sociales y culturales fundamentales.

2.- La creación de una Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de un Fondo Nacional de Etnodesarrollo, con la participación activa de los distintos Pueblos Indígenas del país, como entidades públicas encargadas de coordinar la política indígena del Estado y de promover el desarrollo económico, social y cultural de los mismos.

3.- La creación al iniciar su gestión de gobierno, de una Comisión Especial para los Pueblos Indigenas, con participación de profesionales de su exclusiva confianza y de representantes indígenas, como instancia encargada de estudiar las propuestas formuladas por las organizaciones indígenas de este Encuentro, de ver su posible incorporación al Programa de Gobierno de la Concertación en la medida en que no sean incompatibles con el mismo y sean posible de realizar en un período de cuatro años y de instar por la creación de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

Finalmente don PATRICIO AYLWIN AZOCAR se compromete a poner todo su esfuerzo y voluntad en impulsar las iniciativas legislativas, administrativas y económicas necesarias para concretar los planes y medidas contempladas en el Programa de Gobierno de la Concertación para los Pueblos Indígenas de Chile así como aquellos que se incorporen al mismo por la Comisión Especial antes señalada.

II. Mensaje Presidencial Proyecto Reforma Constitucional, 8 de Octubre de 1991:

Artículo 1° Agrégase como inciso final del artículo 1°, el siguiente:

"El Estado velará por la adecuada protección jurídica y el desarrollo de los pueblos indígenas que integran la Nación chilena".

Artículo 2° Agrégase como inciso final del número 22 del artículo 19, el siguiente:

"La ley podrá, también, establecer beneficios o franquicias determinados a favor de las comunidades indígenas."

Artículo 3° Agrégase al artículo 62, como número 7°, nuevo el siguiente:

"7° Establecer sistemas de protección jurídica y beneficios o franquicias para el desarrollo de los pueblos indígenas."

 “El Estado velará por la adecuada protección jurídica y el desarrollo de los pueblos indígenas que integran la Nación chilena.”

III. Moción algunos diputados de la Concertación, 6 de Julio de 1999. Reconoce la existencia y les otorga participación política en el Estado.

Art. 1º: Agréguese al art. 1º el siguiente inciso final:

“El Estado reconoce a los pueblos indígenas originarios que integran la nación chilena y les garantiza el derecho a mantener, desarrollar y fortalecer su identidad y tradiciones en lo espiritual, cultural, lingüístico, social, político y económico”.

Art. 2º: Agréguese al art. 13 el siguiente inciso final:

“Habrá un Registro Electoral Indígena para los fines que la Constitución y la ley establezcan”.

Art. 3º: Modifícase el art. 43 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyase el guarismo “120” por “130”.

b) Agréguese un segundo inciso nuevo, pasando el actual a ser tercero:

“10 de los 130 diputados serán elegidos por los ciudadanos inscritos en el Registro Electoral Indígena, en la forma que determine la ley orgánica respectiva. Estos ciudadanos no podrán participar en la elección del resto de los diputados”.

Art. 4º: Agréguese la siguiente letra g) al art. 45:

“g) Tres senadores elegidos por los ciudadanos inscritos en el Registro Electoral Indígena, en la forma que determine la ley orgánica respectiva. Estos ciudadanos no podrán participar en la elección de los senadores a que se refiere el inciso primero y segundo de este artículo. Los senadores así elegidos tendrán los mismos derechos, obligaciones y estatuto jurídico del resto de los senadores”.

Art. 5º: Agréguese en el capítulo V después del art. 59, el siguiente párrafo nuevo:

“Parlamento Indígena”.

Art. 59 A

“El Parlamento Indígena se compone de 30 miembros, elegidos por votación popular por los ciudadanos inscritos en el Registro Electoral Indígena, en la forma y con las condiciones, requisitos, obligaciones y derechos que establezca una ley de quórum calificado. Los parlamentarios indígenas durarán 4 años en sus cargos y podrán ser reelegidos”.

Art. 59 B

“El Parlamento tendrá las siguientes atribuciones:

a) Distribuir anualmente los recursos que asigne la ley de Presupuestos para la aplicación de la Ley Indígena.

b) Fiscalizar los actos de los organismos públicos encargados de aplicar las políticas indígenas.

c) Dictar los reglamentos e instrucciones para la aplicación de la política indígena que determinen las leyes, sin perjuicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República.

d) Dar su aprobación a la propuesta del Presidente de la República que designe el Director Nacional del máximo organismo encargado de las políticas indígenas del Estado.

e) Las demás atribuciones que le encargan las leyes”.

Art. 6º: Agréguese el siguiente inciso segundo al art. 102, pasando el actual segundo a ser tercero:

“También deberá integrarse por miembros de los pueblos indígenas, en la forma que la propia ley lo determine”.

Art. 7º: Agréguese el siguiente inciso final al art. 107:

“Sin perjuicio de lo anterior, las comunas o agrupación de comunas deberán elegir un concejal más por cada 5% de habitantes indígenas que posean, en la forma, condiciones y limitaciones que esta misma ley establezca. El o los concejales serán elegidos por los ciudadanos inscritos en el Registro Electoral Indígena, quienes no podrán participar en la elección de los concejales a que se refieren los incisos anteriores”.

IV. Moción algunos senadores Concertación, 6 de Julio de 2000

Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:

1.- Agrégase en el artículo 1° el siguiente inciso final:

“El Estado promoverá el respeto y desarrollo de las culturas de los pueblos indígenas y garantizará a sus integrantes la plena participación social en iguales términos que los demás sectores o grupos que conforman la Nación chilena”.

2.- Agrégase al artículo 62, como número 7° nuevo, el siguiente:

“7°.- Establecer beneficios o franquicias para el desarrollo de los integrantes y comunidades de los pueblos indígenas.”

3.- Agrégase como inciso final al número 22° del artículo 19, el siguiente:

“Dicha ley podrá también establecer beneficios o franquicias a favor de los integrantes y comunidades de los pueblos indígenas”.

V. Acuerdo Definitivo Solución Amistosa entre el Estado de Chile y las Familias Mapuche Pehuenche peticionarias del Alto Bío Bío. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Washington DC, 17 Octubre 2003. [extracto]

1.- Medidas de perfeccionamiento de la institucionalidad jurídica protectora de los derechos de los Pueblos Indígenas y sus comunidades.

EI Estado de Chile reitera su respeto a los derechos de los pueblos indígenas y sus comunidades y su voluntad de promover, a través de los medios que le otorga el ordenamiento jurídico nacional, el pleno reconocimiento y protección de dichos derechos.

En este contexto, reconociendo que la cuestión indígena es un tema de Estado y en la convicción de que su adecuada resolución resulta fundamental para asegurar la unidad y la paz social, se ha convenido impulsar las siguientes medidas para el fortalecimiento de la institucionalidad jurídica de protección de los pueblos Indígenas, con las acciones que en cada caso se indican:

a) Reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas existentes en Chile, quienes conservan manifestaciones étnicas y culturales propias que enriquecen la identidad nacional, con el fin de elevar a rango constitucional principios que en el ámbito nacional e internacional Chile adhiere. 

Las Partes dejan constancia de los esfuerzos realizados por el Gobierno de Chile y las comunidades Indígenas para materializarlo.

EI Gobierno de Chile se compromete a insistir en una reforma constitucional ante el Congreso Nacional, para lo cual presentará un nuevo proyecto de ley. Esta nueva iniciativa se acompañará de un amplio proceso de entendimiento en torno a su contenido, generando instancias de diálogo y convocando a las organizaciones y comunidades indígenas en cuanto directos interesados y al conjunto de la sociedad chilena, con la finalidad alcanzar un amplio consenso sobre su contenido.

Para estos efectos, el Gobierno arbitrará las siguientes medidas:

(1) Iniciar un proceso de diálogo con las organizaciones y comunidades indígenas, consistentes en seminarios y/o congresos regionales, respecto del contenido del reconocimiento constitucional.

(2) Realizar un proceso de diálogo con todos los partidos políticos, de gobierno y oposición así como con las bancadas parlamentarias, antes y durante la discusión legislativa del proyecto de reforma.

(3) Promover la toma de conciencia nacional sobre la importancia del reconocimiento constitucional de los derechos de los pueblos Indígenas, a través de seminarios regionales y nacionales, así como por medio de una amplia difusión en medios de comunicación social.

b) Ratificación del Convenio Nº 169 de la OIT por parte de Chile.

EI Gobierno de Chile, haciendo suyo los compromisos asumidos ante los pueblos indígenas en el Acuerdo de Nueva Imperial, impulsará igualmente un amplio proceso de diálogo en torno a los contenidos del Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), generando instancias de entendimiento, con la finalidad de alcanzar los consensos legislativos que permitan su aprobación.

Las Partes tienen presente que el uso de la categoría "pueblos indígenas" se aviene con el ordenamiento constitucional chileno y en modo alguno su reconocimiento puede significar la creación de un Estado dentro de otro Estado, como lo ha resuelto el Tribunal Constitucional.

Para conseguir este objetivo el Gobierno de Chile realizará las siguientes actividades de difusión y promoción de los principios y contenidos del Convenio:

(1) Diálogo con los partidos políticos y bancadas parlamentarias que permita construir un consenso y lograr la ratificación por el Senado del Convenio.

(2) Instar y fomentar un Diálogo con autoridades de la OIT, vía seminario u otra, que permita precisar los contenidos y alcances de este instrumento internacional.

(3) Seminarios, nacionales y regionales, con participación de sectores interesados de la comunidad nacional e indígena, organizados en conjunto con establecimiento universitarios, que aborden los contenidos del Convenio Nº 169 de la OIT así como su aplicación en países que han ratificado el mismo.

VI. Recomendaciones Informe Comisión Verdad Histórica. 

2. Reconocimiento Constitucional de los Pueblos Indígenas.

Perfeccionar la Constitución Política del Estado, introduciendo una regla incorporada en las Bases de la Institucionalidad, que:

· Declare la existencia de los Pueblos Indígenas, que forman parte de la nación chilena, y reconozca que poseen culturas e identidades propias.

· Declare que los Pueblos Indígenas de Chile son descendientes de las sociedades pre-coloniales que se desarrollaron en el territorio sobre el que actualmente el Estado chileno extiende su soberanía, a las que están ligadas por una continuidad histórica.

· Establezca el deber del Estado de garantizar la preservación de la diversidad étnico cultural de la nación y, por consiguiente, la preservación y el ejercicio de la cultura y la identidad de los Pueblos Indígenas, con pleno respeto de la autonomía de sus miembros; y que

· En consecuencia con dicha declaración, reconozca y garantice el ejercicio de un conjunto de derechos colectivos a favor de los Pueblos Indígenas, de conformidad a las propuestas que en este sentido se detallan más adelante.

VII.  Observaciones finales a los informes presentados por los Estados partes de conformidad con los artículos 16 y 17 del PDESC. Comité de Derechos Económicos y Culturales. 1º de diciembre de 2004. [extracto]

13. El Comité toma nota con preocupación de la falta de reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas en el Estado Parte y observa que estos pueblos, no obstante la existencia de diversos programas y políticas encaminados a mejorar su situación, siguen estando en situación de desventaja en el disfrute de los derechos garantizados por el Pacto. También lamenta que el Estado Parte no haya ratificado el Convenio Nº 169 (1989) sobre pueblos indígenas y tribales de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), y que las reclamaciones por las tierras indígenas y los recursos naturales que están pendientes de resolución sigan dando lugar a discrepancias y conflictos.

32. El Comité recomienda al Estado Parte que incluya el reconocimiento de sus pueblos indígenas en la Constitución, ratifique el Convenio Nº 169 de la OIT y siga reforzando sus iniciativas para garantizar el disfrute efectivo de los derechos económicos, sociales y culturales por los indígenas.

33. El Comité recomienda al Estado Parte que tenga plenamente en cuenta las recomendaciones formuladas por el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas acerca de la aplicación de la Política de Nuevo Trato 2004-2010, a saber, que se aumente sustancialmente el Fondo de Tierras; que se intensifiquen los esfuerzos para recuperar las tierras indígenas, especialmente en las zonas mapuches; y que se mejore la situación de los indígenas en las zonas rurales, en particular en lo que respecta a la salud y la educación.

34. El Comité recomienda al Estado Parte que no aplique leyes especiales, como la Ley de seguridad del Estado (Nº 12927) y la Ley antiterrorista (Nº 18314), a actos relacionados con la lucha social por la tierra y las reclamaciones legítimas de los indígenas.

VIII. Indicación Presidente de la República a los proyectos de Reforma Constitucional, de 30 de Marzo de 2005. Modificación artículo 1 CPR.

1) Intercálanse en el artículo 1º, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto, respectivamente:

“La Nación chilena es una e indivisible.”

2) Reemplázase el inciso final del artículo 1°, por el siguiente:

“Es deber del Estado resguardar la seguridad de la nación, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional. Especialmente, la ley garantizará el derecho a conservar, desarrollar y fortalecer la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones espirituales, sociales y culturales de los pueblos indígenas que habitan el territorio nacional.

	RECONOCIMIENTO DEL PLURALISMO LEGAL Y DERECHO INDÍGENA EN LOS PAÍSES ANDINOS.


	PUNTOS DE COMPARACIÓN
	CONVENIO 169 0IT
	CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE  COLOMBIA DE 1991
	CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DEL  PERÚ DE 1993
	REFORMAS A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE BOLIVIA DE 1994
	CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE ECUADOR DE 1998 
	CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE VENEZUELA DE 1999

	1.

FUNDA-MENTO:

Estado reconoce Pluricul-turalidad de la Nación o se define como tal.
	-Considerando... la evolución del derecho internacional desde 1957 y la situación de los pueblos indígenas (...) hacen aconsejable adoptar nuevas normas internacionales en la materia, a fin de eliminar la orientación hacia la asimilación de las normas anteriores; 

-Reconociendo las aspiraciones de  esos pueblos a asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas, religiones, dentro del marco de los Estados en que viven.
	Art. 7: El estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana.
	Art.2: Toda persona tiene derecho,

inc. 19: A su identidad étnica y cultural. El estado reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la nación.
	Art. 1: Bolivia, libre, independiente, soberana, multiétnica y pluricultural, constituida en República unitaria, adopta para su gobierno la forma democrática representativa, fundada en la solidaridad de todos los bolivianos.
	Art. 1. El Ecuador es un estado social de derecho, soberano, unitario, independiente, democrático, pluricultural y multiétnico. Su gobierno es republicano, presidencial, electivo, representativo, responsable, alternativo, participativo y de administración descentralizada. (...)
	Artículo 100: Las culturas populares constitutivas de la venezolanidad gozan de atención especial, reconociéndose y respetándose la interculturalidad bajo el principio de igualdad de las culturas.  (...)

	2.

Texto de Reconocimiento del pluralismo legal 

a)El Derecho Indígena o Consuetudinario,

b)la Jurisdicción Indígena y

c)La institucionalidad indígena (autoridades e instituciones propias).
	Art. 8, 2: Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio.

Art.9,1: En la medida que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros.
	Art. 246: Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la República. La ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción especial con el sistema jurídico nacional.
	Art. 149: Las autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona. La ley establece las formas de coordinación de dicha jurisdicción especial con los Juzgados de Paz y con las demás instancias del Poder Judicial.
	Art.171: (...)

Las autoridades naturales de las comunidades indígenas y campesinas podrán ejercer función de administración y aplicación de normas propias como solución alternativa de los conflictos, en conformidad a sus costumbres y procedimientos siempre que no sean contrarios a esta Constitución y las leyes. La ley compatibilizará estas funciones con las atribuciones de los poderes del estado.
	Art. 191: (...)

Las autoridades de los pueblos indígenas ejercerán funciones de justicia, aplicando normas y procedimientos propios para la solución de conflictos internos de conformidad con sus costumbres o derecho consuetudinario, siempre que no sean contrarios a la Constitución y las leyes. La ley hará compatibles aquellas funciones con las del sistema judicial nacional.
	Artículo 260: Las autoridades legítimas de los pueblos indígenas podrán aplicar en su hábitat instancias de justicia con base en sus tradiciones ancestrales y que sólo afecten a sus integrantes, según sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a esta Constitución, a la ley y al orden público. La ley determinará la forma de coordinación de esta jurisdicción especial con el sistema judicial nacional.

	3.

Objeto de reconocimiento y respeto
	1. Costumbres propias/ derecho consuetudinario.

2. Instituciones propias.

3. Métodos propios de control de los pueblos indígenas (incluidos métodos de control de delitos). 
	1. Propias normas y procedimientos,

2. Autoridades de los pueblos indígenas,

3. Funciones jurisdiccionales.
	1. Derecho Consuetudinario,

2. Autoridades de las comunidades y RC/ PI,

3. Funciones jurisdiccionales.
	1. Normas, costumbres y procedimientos propios.

2. Autoridades naturales de comunidades/ PI.

3. Función de administración y aplicación de normas propias como solución alternativa de los conflictos.
	1. Derecho Consuetudinario, normas, costumbres y procedimientos.

2. Autoridades de los pueblos indígenas.

3. Funciones de justicia.
	1. Normas y procedimientos, y tradiciones ancestrales.

2. Autoridades de los pueblos indígenas.

3. Aplicación de instancias de Justicia.

	4. 

Titular del derecho

(Sujeto Beneficiario del reconocimiento).
	1. Pueblos Indígenas en países independientes.

2. Pueblos Tribales.
	1. Pueblos Indígenas.
	1. Comunidades Campesinas,

2. Comunidades Nativas,

3. Rondas Campesinas.

4. Por la ratificación del Convenio 169 OIT, también:

Pueblos Indígenas.
	1. Comunidades Indígenas,

2. Comunidades campesinas.

3. Por la ratificación del Convenio 169 OIT, también:

Pueblos Indígenas.
	Pueblos Indígenas.
	Pueblos Indígenas.

	5. 

Competencia Territorial
	No se menciona expresamente.
	-Dentro de su ámbito territorial:

ámbito territorial de los pueblos indígenas.
	-Dentro de su ámbito territorial:

ámbito territorial de las comunidades campesinas, nativas y rondas campesinas/ y PI.
	-Dentro de su ámbito territorial:

ámbito territorial de las comunidades indígenas y campesinas/ y PI.
	No se indica, pero se habla de “conflictos internos” (no se sabe si es por la materia, los sujetos o el territorio).
	-Dentro de su hábitat.

	6.

Competencia Material
	1. Todas, no se limita.

2.Inclusive la materia penal:

“represión de delitos cometidos por sus miembros”.
	Todas las materias, no se limita.
	Todas, no se limita.
	Todas, no se limita.
	Todas, no se limita.
	-Todas, no se limita.

	7. 

Competencia Personal
	1. En general: no se hace mención (art. 8, 2).

2. En materia de represión de delitos: miembros de pueblos indígenas (art. 9, 1).
	No se hace mención si sólo se limita a indígenas. Sólo se establece criterio territorial sin límite de materias. 

Cabe entender que es para todos dentro del ámbito territorial indígena.
	No se hace mención si sólo se limita a campesinos y  nativos. 

Sólo se establece criterio territorial sin límite de materias. Puede entenderse incluso que es para todos dentro del ámbito territorial campesino/ indígena 
	No se hace mención si sólo se limita a indígenas. Sólo se establece criterio territorial sin límite de  materias. 

Puede entenderse incluso que es para todos dentro del ámbito territorial indígena. 
	Se habla de “conflictos internos” (no se explicita si es por el territorio, los sujetos o la materia).
	-Que sólo afecten a sus miembros (PI).

	8.

Límite
	1. En general: que costumbres e instituciones propias no sean incompatibles:

a) con los derechos fundamentales reconocidos por el sistema jurídico nacional, y

b) con los derechos humanos internacionalmente reconocidos.

2. En materia penal, que métodos de control sean compatibles con:

a) el sistema jurídico nacional, y

b) con los derechos humanos internacionalmente reconocidos.
	Que normas y procedimientos no sean contrarios a:

1. Constitución, y

2. Leyes de la República.
	Que no violen:

1. Los derechos fundamentales de la persona.
	Que costumbres y procedimientos no sean contrarios a:

1. Constitución, y

2. Leyes de la República.
	Que normas y procedimientos del Derecho Consuetudinario no sean contrarios a:

1. Constitución, y

2. Leyes.
	Que normas y procedimientos no sean contrarios a:

1. Constitución,

2. la Ley, y

3. el orden público.

	9.

Ley de Coordinación o Compatibilización
	(...) deberán establecerse mecanismos para solucionar los conflictos en la aplicación del principio de la incompatibilidad entre 

a) la conservación de costumbres e instituciones propias y,

b) los derechos fundamentales y humanos.
	La ley establecerá las formas de coordinación:

a) de la  jurisdicción especial, con

b) el sistema jurídico nacional.

-No hay ley, pero si jurisprudencia.
	La ley de coordinación:

a) de la  jurisdicción especial, con

b) los juzgados de Paz y Poder Judicial.
-Aún no se da ley.
	Ley compatibilizará: 

a) estas funciones (administración y aplicación de normas propias), con

b) las atribuciones de los poderes del estado.

Hay varias normas, pero no ley específica.
	Ley compatibilizará:

a) funciones de justicia de los pueblos indígenas, con 

b) las del sistema judicial nacional.

-Todavía no se da ley.
	La ley determinará la forma de coordinación de:

a) esta jurisdicción especial con 

b)el sistema judicial nacional.

-Todavía no se da ley.

	10.

Ubicación sistemática
	Parte I: Política General.

- Artículo 8, inc. 2

- Artículo 9, inc. 1
	Capítulo referido a la Función Jurisdiccional.

Señala dos tipos de jurisdicciones:

a) ordinaria,

b) especial o indígena, dentro de un régimen de autonomía de los PI.
	Capítulo referido al Poder Judicial.

Ubicación al final del capítulo. También la llama jurisdicción especial.
No es muy sistemático el tratamiento.
	Capítulo referido a la Función Judicial.

Ubicación al final del capítulo.
	Título VIII De la Función Judicial.

Artículo único sobre potestad judicial.

Tratamiento sistemático.
	-Capítulo III Del Poder Judicial y el Sistema de Justicia. Sección Primera: De las Disposiciones Generales.
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	Ratificado en 1991
	Ratificado en 1993 (depósito en 1994)
	Ratificado en 1992
	Ratificado en 1998
	RATIFICACION:22:05:2002


� Materiales extraídos de “Constitución y Derechos de los Pueblos Indígenas. Recopilación de Documentos 1988-2005”, Tomo I, Víctor Toledo (compilador), Programa de Derechos Indígenas Universidad Arcis, 2005. 


�  Cuadro extraído de la ponencia “Vislumbrando un Horizonte Pluralista: Rupturas y Retos Epistemológicos y Política” 








